En la ciudad de Mar del Plata, a los 2 días del mes de agosto del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-2206-AZ1 “ACOSTA, MARÍA ANA LOURDES c. MUNICIPALIDAD DE TAPALQUÉ s. IMPUGNACIÓN DE ACTO ADMINISTRATIVO – DAÑOS Y PERJUICIOS”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Mora, Sardo y Riccitelli, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial de Azul dictó sentencia, desestimando la pretensión anulatoria y la de daños y perjuicios promovida por María Ana Lourdes Acosta contra la Municipalidad de Tapalqué y el Sr. Jorge Baigorri (Director Gral. del Hospital Comunal). Distribuyó las costas del proceso en el orden causado (art. 51 inc. 1° C.P.C.A.) y reguló los honorarios de los letrados que intervinieron en la causa [v. fs. 389/397].

II. Declarada por esta Cámara la admisibilidad formal del recurso de apelación deducido a fs. 406/413 por la parte actora [cfr. res. de fs. 436/437] y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia [fs. 437 vta., ap. 2], corresponde plantear la siguiente:
CUESTION

¿Es fundado el recurso?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Mora dijo:

I.1. En lo que interesa al embate en tratamiento, el a quo rechazó la pretensión anulatoria e indemnizatoria promovida por María Ana Lourdes Acosta contra el Municipio de Tapalqué, distribuyendo las costas del proceso en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).

Para decidir de tal modo, resaltó liminarmente que no se hallaba en discusión: i) que la actora se había desempeñado laboralmente en la órbita del Municipio de Tapalqué bajo la modalidad de trabajo temporario, para cubrir necesidades en el área de Salud Pública de la Comuna (lavandería, mucama y limpieza); ii) que tal relación se había extendido ininterrumpidamente desde el 29-09-1997 (Dec. N° 433) hasta el año 2007, merced a los sucesivos Decretos de renovación dictados por el Ejecutivo.

En tal contexto, adujo que si bien la actora no renegaba del status jurídico con el que había ingresado a los cuadros de la Administración (empleo público contratado), argumentaba no obstante que el transcurso del tiempo y las labores cumplidas habían tenido la virtualidad de trocar su vínculo, para convertirlo en una relación de empleo público alcanzada por la estabilidad.

Respondiendo a tal planteo de la ponente resaltó, a la luz de los lineamientos sentados por la Casación provincial, que los agentes de la planta transitoria regidos por la ley 11.757 –como la Sra. Acosta- no gozaban del derecho a la estabilidad en su empleo, atento la naturaleza temporal de su vínculo, frente a lo cual ni la antigüedad del nombramiento ni la índole de las tareas realizadas habilitaban a tener por modificada o alterada su situación de revista, ello en tanto, añadió, era el acto de designación el que imprimía el régimen aplicable a la relación. En tal entendimiento, juzgó que el obrar de la accionada se había desenvuelto dentro del marco de la juridicidad y de las facultades conferidas por la ley 11.757.
Siguiendo la doctrina acuñada por esta Cámara de Apelación en la causa “Pisani” (C-1307-BB1) puntualizó, para más, que en la especie no se verificaban los extremos tenidos en cuenta por la Corte Nacional en el precedente “Ramos”, para condenar a la accionada al pago de una indemnización por haber abusado de la figura legal del empleo transitorio. Para así decidir tuvo en cuenta dos circunstancias gravitantes: i) que la ley 11.757, a diferencia del plexo normativo analizado por el Alto Tribunal, no imponía un tope o límite temporal para el mantenimiento de las contrataciones temporarias; ii) que la actora no había logrado acreditar que, en la especie, la empleadora hubiera actuado con desviación de poder en la renovación sucesiva de sus designaciones.
2. La actora se agravia de la solución que porta el fallo de grado, solicitando –en consecuencia- que se decrete la nulidad del acto de cese, su reincorporación como personal de planta permanente del Municipio y el pago de los daños y perjuicios causados. Subsidiariamente, pide que se la indemnice por despido arbitrario y ruptura intempestiva del vínculo contractual, conforme la doctrina sentada por la Corte Nacional en el caso “Ramos”. Hace la reserva del Caso Federal.
Aduce, en primer término, que la calificación jurídica de la relación de empleo no depende de los actos del Municipio, sino de las directrices que emanan de la normativa aplicable. Agrega así que la estabilidad adquirida por su parte lo es por mandato constitucional y legal, independientemente del nomen iuris que pueda haber empleado la accionada en los sucesivos actos de designación (conf. arts. 14 bis, 28 y 33 Const. Nac.; arts. 3, 7, 12, 92/97 y ccds. de la ley 11.757).
Sostiene –además- que lo que define al personal contratado es su sujeción a un plazo cierto y la naturaleza transitoria de las tareas que debe aprehender (temporarias, eventuales o estacionales y que no puedan ser realizadas por el personal permanente), extremos que no se verifican en esta litis, pues –de un lado- la extensión de su vínculo por más de diez (10) años impide hablar de aquel término cierto de contratación, y –de otro- las tareas cumplidas por su parte eran las propias del servicio esencial y permanente del nosocomio municipal. Por dicha senda postula, en conclusión, que el transcurso del tiempo logró mutar el status jurídico inicial que la vinculaba con la accionada.
Aduce que el precedente “Pisani” de esta Alzada invocado por el inferior para apartarse de la doctrina sentada por la C.S.J.N. en “Ramos” no resulta asimilable al caso de marras, pues los años de servicio prestados por su parte [v.gr. diez (10)] difieren holgadamente de los que ponderara esta Cámara [dos (2)] para rechazar aquella pretensión. Agrega, desde tal posición, que en la especie concurren las notas valoradas por el Alto Tribunal en el mencionado fallo, cuyo texto invoca y analiza en abundancia.

Con tal pensamiento, proclama que sus diez (10) años de servicio en la Municipalidad permiten vislumbrar de suyo una prolongación excesiva de la relación de empleo público con carácter temporario. Paralelamente, reitera que el tipo de tareas realizadas carecía de la transitoriedad que supone el régimen de excepción, al tiempo que subraya que la demandada ha utilizado figuras jurídicas autorizadas excepcionalmente con claro abuso de poder. Concluye, en fin, que se trata de aspectos que fueron valorados por la Corte para fallar a favor del trabajador, por lo que solicita se revea la decisión impugnada siguiendo los principios allí fijados.

En cuanto a los daños sufridos, explica que han quedado suficientemente demostrados con los testimonios recabados en autos, más allá de resultar una derivación evidente del propio obrar arbitrario de la accionada. Solicita ser indemnizada en los términos del art. 24 de la ley 11.757.
Manifiesta, por último, que en la demanda solicitó la imposición de costas a la accionada y que el magistrado hizo caso omiso a dicho pedimento. Solicita que la alzada aborde el tratamiento de la cuestión preterida, habida cuenta de que el Municipio acometió con notoria arbitrariedad al disponer su baja, lo que tilda a su obrar de temerario, justificando la aplicación del art. 51 inc. 2 ap. “b” del ritual (ley 12.008 y modif.). Reitera, a todo evento, su planteo de inconstitucionalidad del régimen de costas del art. 51 inc. 1° del C.P.C.A. que también introdujera en la sede de grado.
3. El Municipio accionado ejerce su derecho de réplica a fs. 417/426.

Reseña liminarmente los antecedentes del caso, alegando a continuación que la actora no ha cuestionado la aplicación al caso ni ha planteado la inconstitucionalidad de la ley 11.757, por lo que debe tenerse a dicha legislación como el marco jurídico que ha regulado la relación de empleo público entre ambas partes.

Defiende los argumentos brindados por el magistrado de grado, sobre todo en lo que hace a la correcta aplicación del precedente “Pisani”, de este Tribunal. Aduce, además, que no es posible transpolar sin más al presente caso la doctrina sentada por la Corte Federal in re “Ramos”, pues se trata de supuestos de hecho disímiles y regidos a su vez por normas distintas. Adiciona, en tal línea de pensamiento, que la ley 11.757 no establece un tope temporal para la contratación de personal en la planta temporaria de los municipios.

Por tal sendero expone que tampoco se configura en el caso una desviación de poder, dado que la Comuna no ha hecho abuso de figura jurídica alguna, ni ha procurado encubrir una relación bajo la apariencia de otra.
Dice que, tratándose de una agente municipal de planta temporaria, la actora no poseía más estabilidad en el empleo que la que surgía del acto de designación, por tratarse de un vínculo de naturaleza precaria. De allí que no resulten aplicables a su respecto las disposiciones contenidas en los arts. 7, 24 inc. 2° y ccds. de la ley 11.757, normas todas referidas al personal de planta permanente.

Con todo, solicita el rechazo del recurso articulado por la contraria.

II. El recurso merece prosperar parcialmente.
1. Tal como quedaran fijadas las posiciones de las partes, no es materia de discusión en la litis que la apelante (Sra. María Ana Lourdes Acosta) supo desempeñarse como personal temporario de la Municipalidad de Tapalqué, habiendo cumplido diversas tareas en el área de Salud Pública de dicho distrito (mucama, lavandería y limpieza), como auxiliar del Hospital Público de la ciudad.

Tampoco que dicho vínculo se extendió ininterrumpidamente desde el día 01-10-1997 y hasta el 31-01-2008, merced a las sucesivas designaciones –siempre transitorias- que fueron dispuestas por el Intendente Municipal [cfr. fs. 73/104]. Precisamente, la última de ellas data del 28-12-2008 (Decreto N° 1287), acto en virtud del cual se la nombró por el lapso comprendido entre el día 01-01-2008 y el 31-01-2008 [cfr. fs. 104]. Vencido el término señalado, la reclamante quedó automáticamente desvinculada de los cuadros de la Administración, ante la voluntad del Ejecutivo de no renovar, por razones de servicio, su designación [cfr. fs. 50].

Y aunque la apelante no se desentiende de aquel status con el que ingresó a la Comuna (personal de planta temporaria) argumenta, no obstante, que el excesivo tiempo transcurrido (diez años) y la naturaleza de las labores cumplidas para el Municipio (carentes de transitoriedad y propias del servicio permanente), han tenido la virtualidad de trocar su vínculo, para convertirlo en una relación de empleo público alcanzada por la estabilidad (conf. art. 14 bis, Const. nacional).
Desde esa posición procura –a contramano de lo resuelto en el fallo– su reincorporación al Municipio como personal de planta permanente, con más el pago de un resarcimiento por los perjuicios derivados de dicho obrar. Subsidiariamente, pide que se le acuerde una indemnización por despido arbitrario análoga a la dispuesta por la Corte Nacional en el precedente “Ramos” (mas descartada por esta Cámara en la causa C-1307-BB1 “Pisani”), debido a que la accionada habría acometido con desvío de poder en sus sucesivas designaciones como personal temporario.

Tal es, en síntesis, la disputa sustantiva que motiva el arribo de los autos a la instancia de apelación, a fin de que este Tribunal esclarezca los cuestionamientos que aquejan a la impugnante, al tiempo que se pronuncie sobre el verdadero alcance con que debe ser entendida la doctrina emergente de sus propias resoluciones. A la mentada labor me aboco en lo que sigue, anticipando que el enfoque argumental de la actora merece parcial acogida.
2. Cuando de empleo público se trata, es dable reconocer a la autoridad administrativa cierto margen de actuación y arbitrio para incorporar agentes que no integren los cuadros estables de la organización, ante necesidades transitorias o eventuales que no puedan cubrirse por el personal de planta permanente, siempre que los requisitos y condiciones a las que sean sometidos resulten, por su objetividad y razonabilidad (art. 28 Const. Nac.), una excepción admisible a las reglas que fluyen del art. 14 bis de nuestra Carta Fundamental (cfr. C.S.J.N. Fallos 333:311, del voto de los Ministros doctores Fayt, Maqueda y Zaffaroni).
Tal orden de principios me permite sostener, dada la amplitud de la protección constitucionalmente reconocida al empleo en sus más diversas formas (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 330:1989), que la acreditación de los extremos que habiliten la contratación de agentes sin permanencia debe ser examinada con criterio restrictivo, atendiéndose en cada caso en particular a la transitoriedad y especificidad del requerimiento (arg. doct. C.S.J.N. Fallos 311:2799).
No de otro modo podrían ser concebidas las directivas emergentes de la legislación aplicable al caso (ley 11.757 “Estatuto del Empleado Público Municipal”, arts. 12, 98, 92, 97, 98, 101 y ccds.), como así la inveterada doctrina acuñada por el Superior Tribunal provincial en torno a la institución jurídica en debate.

Superado liminarmente ese escrutinio restrictivo, cabe recién adentrarse al examen de la esencia jurídica del vínculo correspondiente al personal de planta temporaria (conf. art. 12 inc. 2° de la ley 11.757).
El agente temporario participa de un status jurídico de excepción, no poseyendo más derechos que los previstos, en modo expreso o razonablemente implícito, en el régimen de derecho público que ha disciplinado su incorporación y desempeño en la relación de empleo (doct. S.C.B.A. causas B. 60.405 “Ludueña de Andrade”, sent. del 22-III-2006; B. 60.219 “Galván”, sent. del 9-XII-2009). De modo tal que el punto de partida para determinar la naturaleza del vínculo habido entre las partes está dado por la modalidad de la designación, pues la sola circunstancia de que la índole de las funciones asignadas al agente sea la propia de quienes se desempeñan en los cuadros permanentes de la Administración no habilita –por regla- a tener por modificada su situación de revista, barriendo el título que dio origen a su nombramiento (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 51.133 “Picaro”, sent. del 3-III-2010; arg. doct. C.S.J.N. Fallos 330:335, del voto de la mayoría). Ello en tanto el ordenamiento en análisis no requiere de modo ineludible que las tareas del personal temporario difieran en su naturaleza de las previstas para el resto del personal, sino que –como supra se anticipó- basta la transitoriedad del requerimiento (en orden al carácter temporario, eventual o estacional de las labores) que obligue a reforzar durante un período determinado la plantilla básica de agentes que, frente a ciertas necesidades, resulta insuficiente (doct. art. 92 de la ley 11.757).
En definitiva, de todo lo anterior se sigue que el mero transcurso del tiempo no puede trastocar por sí la situación de revista de quien ha ingresado como empleado transitorio y no ha sido transferido a otra categoría por acto expreso de la Administración (doct. C.S.J.N., Fallos 310:2027; 312:245), lo que autoriza a concluir que tales agentes –en principio- no podrían consolidar una relación de empleo estable ni aspirar a ejercer un derecho a ella por transformación de la preexistente situación escalafonaria (cfr. doct. S.C.B.A. en las causas B. 57.741, "Iori", sent. del 18‑II‑2004; B. 57.107 “Taglia”, sent. del 2-V-2007).
Por consiguiente, mal puede la apelante reclamar -en la especie- un legítimo derecho a la reincorporación a su cargo –menos aún con carácter de permanencia-, en la medida que tal estado de cosas vulneraría abiertamente el régimen estatutario de la función pública. En efecto, si se atribuyera estabilidad a quien no ha sido incorporado con los requisitos y medios de selección previstos para el ingreso a la carrera administrativa, no sólo se estaría trastocando el régimen previsto por la ley 11.757 (arts. 4, 6, 7, 12, 13, 14, 15 y concordantes), sino que también alterarían los ítems presupuestarios autorizados por el deliberativo, en forma diferenciada, para financiar gastos correspondientes a personal temporario y personal permanente (arg. doct. C.S.J.N. Fallos 330:311, consid. 8°; arg. arts. 29, 31, 34, 35 y ccds. del Decreto ley 6769/58). Tal es la parcela de su libelo de agravios que, en mi opinión, no debe prosperar.
3. Si bien lo anterior es concluyente en torno a la pretensión de reincorporación formulada por la actora, no es menos cierto que los principios supra postulados han sido atemperados por la jurisprudencia reciente del Supremo Tribunal Federal, no ya para consagrar el derecho a la estabilidad de los agentes temporarios, sino para reconocerles –si bien bajo ciertas condiciones- un derecho indemnizatorio frente un obrar de la Administración empleadora que en forma patente se aparte de la esencia de estas herramientas excepcionales de vinculación.

Me refiero concretamente a la corriente doctrinaria que fluye del precedente “Ramos” (Fallos 333:311), donde la Corte confirió protección contra el despido arbitrario a un agente transitorio de la Administración Nacional (art. 14 bis Const. nac.), tras sopesar una serie de elementos que –objetivamente apreciados- la llevaron a considerar que la empleadora se había valido de figuras jurídicas autorizadas legalmente para casos excepcionales, con una evidente desviación de poder que no tuvo otro objeto más que encubrir una designación permanente bajo la apariencia de un nombramiento por tiempo determinado (consid. 5°).
Ello así en la medida que pudo corroborarse: i) que la accionada había renovado en exceso el vínculo temporario que la unía con el trabajador; ii) que con ello se había infringido la normativa -de aplicación al caso- que limitaba en el tiempo la posibilidad de renovar dichos vínculos; iii) que las tareas desempeñadas por el agente no revestían carácter estacional o eventual; iv) que en varios aspectos inmanentes a la relación el trabajador había sido tratado –en los hechos- como un empleado de la planta estable (conf. consid. 4°, del voto mayoritario).
Ahora bien, es menester aclarar que en el precedente “Ramos” se trató de una valoración pergeñada en el estricto marco de aquella causa, por lo que la ausencia de alguno de los ingredientes de hecho o de derecho allí tenidos en cuenta no podría servir de justificativo para descartar –de plano- su aplicación a otros casos parangonables donde se advierta –precisamente- el apartamiento notorio de la esencia de estas contrataciones excepcionales. Antes bien, por el contrario, creo que la labor de la Corte debería servir de patrón hermenéutico de utilidad para detectar –en el futuro y si bien no alterando su norte- nuevos supuestos fácticos donde se aprecie un uso por demás inadecuado de los modos excepcionales de vinculación de empleo público [a tenor de las notas normativas de cada régimen de contratación], o se tengan por acreditado abusos o arbitrariedades en el obrar del poder administrador.
Tal es el correcto enfoque con el que debe ser leída -en mi opinión- la doctrina acuñada por esta Cámara en las causas C-1307-BB1 “Pisani” (sent. del 28-IV-2010) y R-1144-MP1 “Alanis” (sent. del 12-VIII-2010), donde se descartó la aplicación del mencionado fallo del Alto Tribunal Federal por diferir ampliamente las circunstancias de hecho de uno y otro caso. En aquellos antecedentes, a la luz de las circunstancias no controvertidas en las citadas causas, no se apreció por esta alzada un uso por demás inadecuado de los modos excepcionales de vinculación de empleo público [a tenor de las notas normativas de cada régimen de contratación analizado] –en ambos casos, las contrataciones temporarias habían alcanzado un lapso de dos (2) años-, ni estuvo en discusión la configuración o no de abuso de poder o arbitrariedad en el obrar del poder administrador. De modo tal que la decisión en aquellos fallos no se apuntaló, excluyentemente, en el hecho de que la legislación local no contemplaba (como si acontecía en “Ramos”) una limitación temporal para la designación de un agente en la planta no permanente de la autoridad, sino que se tuvieron en cuenta un cúmulo de contingencias y matices que, justipreciados en su conjunto, permitieron al órgano judicial que integro descartar la presencia de un comportamiento ilegítimo de la autoridad.
En refuerzo de tal posición, traigo a colación lo dicho por el Máximo Tribunal in re C.1733. XLII “Cerigliano, Carlos c. Gobierno de la Ciudad Autónoma de Bs. As.” (sent. de 19-04-2011), precedente en el que se declaró la plena operatividad de la doctrina establecida en “Ramos”, aún cuando el régimen aplicable a dichos autos tampoco preveía una restricción temporal al ejercicio de la potestad estatal. Gravitaron a tal fin otro tipo de circunstancias, siendo la más relevante que la norma en base a la cual se habían celebrado los sucesivos contratos laborales del agente no parecía eficaz –pese a su generalidad- para instrumentar vínculos que –por sus características- resultaban ajenos a toda noción de transitoriedad y que, por el contrario, se habían mostrado aptos para generar razonables expectativas de permanencia en el trabajador (conf. considerando 4°, segundo párrafo).

En conclusión, sentenció la Corte a modo de proclama que la ratio decidendi de “Ramos” alcanzaba –en tanto se verifique la situación allí reprobada- a todos los trabajadores del sector público (nacional, provincial o municipal) relacionados con la Administración por un vínculo no estable (consid. 8°), impulsando a los magistrados a efectuar un minucioso escrutinio del material probatorio de la litis, a la luz de los enunciados emergentes de aquella doctrina (consid. 5°) para constatar si, en definitiva, se verificaba o no en los casos que cayeran bajo su órbita alguna de las contingencias desfavorables que su mandato vino precisamente a remediar.

Todo ello, teniendo en cuenta que si bien de ordinario es dable acudir al acto de designación de un agente para determinar la índole del vínculo jurídico habido entre las partes (arg. doct. S.C.B.A. causas B. 54.512 “Pertusi”, sent. del 11-IV-1995; B. 57.700 “Montes de Oca”, sent. del 10-IX-2003), no es menos cierto que la naturaleza jurídica de una institución debe ser definida, ante todo, ponderando la realidad subyacente del caso, sin estar atado al nomen iuris que el legislador o los sujetos intervinientes le hayan atribuido (doct. C.S.J.N. in re “Cerigliano”, consid. 5° segundo párrafo y doct. de Fallos 303:1812, 329:3680; argto. art. 39 inc. 3° de la Const. pcial.).

4. Llevando tales lineamientos al caso de marras, puedo concluir sin hesitación que la accionada, en su relación laboral con la Sra. Acosta, ha incurrido en la ilegitimidad censurada por nuestra Corte Nacional.

En efecto, el Municipio renovó ininterrumpidamente el vínculo temporario de la actora por casi diez (10) años, mediante designaciones sucesivas –en la mayoría de los casos trimestrales-, instrumentadas por el titular del Departamento Ejecutivo [fs. 73/104]. De tal estado de cosas se colige con claridad que las tareas llevadas a cabo por la apelante como auxiliar del Hospital de Tapalqué carecían de la transitoriedad y eventualidad que supone el régimen de excepción (arg. doct. art. 92 de la ley 11.757), en tanto la tendencia de la accionada a obrar de dicho modo no aparece siquiera abastecida –en el sub lite- por un mínimo de razonabilidad (art. 28 Const. Nac.) ni obran pruebas concluyentes en el proceso que apuntalen siquiera una realidad excepcional que no hubiera podido mitigarse por otras vías durante esos diez (10) años.
Sumado a lo anterior, durante su desarrollo, el vínculo entre las partes exhibió varios de los caracteres típicos de una relación laboral de índole estable, tales como el reconocimiento a la agente de su antigüedad en el empleo [fs. 167, 174, 178, 192, 196, 204, 221 y 225] y los beneficios derivados de la seguridad social [fs. 4].
Los antecedentes relevados demuestran de suyo que la accionada se ha valido impropiamente de una figura jurídica solamente autorizada por la ley para cubrir necesidades coyunturales (arg. doct. S.C.B.A. causa B. 51.133 “Picaro”, cit.), tergiversándola, para generar un vínculo de empleo bajo la apariencia de un nombramiento por tiempo determinado (conf. doct. C.S.J.N. Fallos 333:311, consid. 5° del voto mayoritario).
En tales condiciones, puede decirse válidamente que el comportamiento de la Comuna tuvo aptitud para generar en la Sra. Acosta una legítima expectativa de permanencia laboral que merece la protección que el artículo 14 bis de la Carta Magna otorga al trabajador contra el despido arbitrario, de todo lo cual se colige –en suma- que la demandada ha acometido con antijuridicidad, comprometiendo su responsabilidad frente a la impugnante y justificando, así, la procedencia del reclamo indemnizatorio (consid. 6°, causa cit.).
5. Por fuera de los perjuicios y rubros resarcitorios sindicados por la apelante en su escrito inicial [fs. 13/27], estimo que la indemnización derivada del ilegítimo obrar del Municipio deberá cimentarse –en lo sustancial- al abrigo de los lineamientos fijados por nuestra Corte en las causas de referencia, con el designio cardinal de arribar al dictado de una solución justa y razonable, que garantice debidamente el principio de suficiencia (doct. C.S.J.N. in re “Cerigliano”, cit., consid. 8°).

Con tal norte, el modo de reparar los daños irrogados a la actora ha de encontrarse en el ámbito del derecho público y administrativo local (doct. C.S.J.N. Fallos 333:311), pues ello además resulta conteste con la exigencia que dimana del art. 171 del texto constitucional provincial. Así, a fin de establecer el importe –y a falta de previsiones legislativas específicas- debe acudirse a una solución que, por analogía, recomponga debidamente los detrimentos sufridos por la Sra. Acosta en este caso. De ahí que considero que la aplicación de la indemnización prevista por el artículo 24 inc. 2° de la ley 11.757 (Estatuto del Empleado Municipal) resulta una medida equitativa a tal fin. Así habré de proponerlo a mis distinguidos colegas.
6. Por último, la apelante solicita la imposición de las costas a la accionada en los términos del art. 51 inc. 2° ap. b) del C.P.C.A., atento la arbitrariedad incurrida por la accionada al disponer su baja de la planta municipal, lo que –alega- teñiría a su obrar de temerario y malicioso, justificando la aplicación del mentado precepto del ritual. Y de no prosperar tal postulación, reitera el planteo de inconstitucionalidad formulado en la instancia de grado respecto del régimen de costas en el orden causado previsto por el art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.
No asiste razón a la recurrente en este segmento de su impugnación.

En primer lugar, pues los extremos fácticos denunciados por la actora no podrían servir de sustento a un reclamo por temeridad en los términos del art. 51 inc. 2° ap. b) del C.P.C.A. Es que la conducta que pueda haber asumido la accionada en sede administrativa constituye –en lo que aquí compete- una cuestión ajena y anterior al proceso judicial, único ámbito dentro del cual –y sólo respecto de los actos en él cumplidos por los litigantes- cabe meritar –y en su caso aplicar- una sanción de esta naturaleza, desde que trátase, en esencia, de un instituto ritual destinado a ponderar –en forma exclusiva- la conducta desplegada por las partes en el pleito, con el fin inmediato de garantizar, en su seno, la estricta observancia del deber genérico de buena fe, postulado esencial y rector del ordenamiento jurídico todo (doct. esta Cámara causa G-744-NE1 “Acacio”, sent. del 1-VII-2009).
Por lo demás, cabe manifestar a la impugnante que la constitucionalidad del régimen de costas diseñado por el art. 51 inc. 1° del C.P.C.A. ha sido refrendada por esta Cámara en la causa G-942-AZ1 “Tellechea” (sent. de 08-IV-2009), a cuyos argumentos habré de remitirme, en honor a la brevedad, para brindar adecuada réplica a los agravios patentizados en el escrito inicial [fs. 15].
III. Como corolario de lo expuesto, propongo al Acuerdo acoger parcialmente el recurso de apelación de fs. 406/413 y, en consecuencia, condenar al Municipio de Tapalqué a abonar a la accionante (Sra. María Ana Lourdes Acosta) –a raíz de la ruptura de su vínculo de empleo público (art. 14 bis Const. Nac.)- una indemnización equivalente a la prevista en el art. 24 inc. 2° de la ley 11.757, con más los intereses que se calcularán de acuerdo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Buenos Aires en los depósitos a treinta (30) días, vigente en los distintos períodos de aplicación (arts. 7 y 10 de la ley 23.928, t.o. ley 25.561), desde el día 31-01-2008 (fecha en la que operó su desvinculación como auxiliar del nosocomio municipal) y hasta la fecha de su efectivo pago (arg. doct. S.C.B.A. causa C. 97.868 “González”, sent. del 18-V-2011). La suma resultante de la liquidación que con tales pautas se practique debería ser abonada dentro de los sesenta (60) días de quedar firme la liquidación pertinente (art. 163 Const. Pcial.), mientras que las costas del proceso deberían discurrir en ambas instancias en el orden causado (art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.). Asimismo, correspondería dejar sin efecto los honorarios regulados en la sentencia de grado [cfr. fs. 397], debiendo –en el momento procesal oportuno- practicarse una nueva estimación de conformidad con las pautas emergentes del presente pronunciamiento (argto. art. 274 del C.P.C.C.).

Con el alcance indicado, doy mi voto por la afirmativa.

Los señores Jueces doctora Sardo y doctor Riccitelli, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Mora –y con el mismo alcance- votan la cuestión planteada también por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Acoger parcialmente el recurso de apelación de fs. 406/413 y, en consecuencia, condenar al Municipio de Tapalqué a abonar a la accionante (Sra. María Ana Lourdes Acosta) –a raíz de la ruptura de su vínculo de empleo público (art. 14 bis Const. Nac.)- una indemnización equivalente a la prevista en el art. 24 inc. 2° de la ley 11.757 (conf. doctrina cit.; arg. art. 14 bis Const. Nac.; art. 171 Const. Pcial.), con más los intereses a calcularse de acuerdo a la tasa que pague el Banco de la Provincia de Bs. As. en los depósitos a treinta (30) días, vigente en los distintos períodos de aplicación (arts. 7 y 10 de la ley 23.928, t.o. ley 25.561), desde el día 31-01-2008 (fecha en la que operó su desvinculación como auxiliar del nosocomio municipal) hasta la fecha de su efectivo pago (doct. S.C.B.A. causa C. 97.868 “González”, sent. del 18-V-2011). La suma resultante de la liquidación que con tales pautas se practique deberá ser abonada dentro de los sesenta (60) días de quedar firme la liquidación pertinente (art. 163 Const. Pcial.).

2. Distribuir las costas de ambas instancias en el orden causado (conf. art. 51 inc. 1° del C.P.C.A.).
3. Dejar asimismo sin efecto los honorarios regulados en la sentencia de grado [cfr. fs. 397], debiendo –en el momento procesal oportuno- practicarse una nueva estimación de conformidad con las pautas emergentes del presente pronunciamiento (argto. art. 274 del C.P.C.C.).

4. Diferir la regulación de honorarios por los trabajos de segunda instancia para su oportunidad (arts. 31 y 51 del decreto ley 8904/77).
Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría. Fdo: Dres. Roberto Daniel Mora – Adriana M. Sardo – Elio Horacio Riccitelli – Carlos F.N. Druck, Auxiliar Letrado.
